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ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

CASO 12.084
ACEVEDO JARAMIUO y OTROS (SITRAMUN) VS. PERÚ

OBSERVACIONES DE LA CIDH A LAS EXCEPCIONES PRELIMINARES INTERPUESTAS POR
EL ESTADO PERUANO EN EL ESCRITO DE CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

INTRODUCCIÓN

1. El 8 de abril de 2004, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en
adelante "la Comisión" o "la CIDH") recibió de la Honorable Corte Interamericana de
Derechos Humanos la transmisión del escrito enviado por la República de Perú len adelante
"el Estado· o "Perú"} en relación con el caso de Acevedo Jaramillo y otros (SITRAMUN).
En dicho escrito. el Estado contestó la demanda interpuesta por la CIOH el 25 de junio de
2003 e interpuso dos excepciones preliminares a la competencia de

el presente asunto. El Estado peruano interpuso una primera
excepción "de falta de agotamiento de la vía previa" y una segunda excepción "de falta
de legitimidad para obrar de los quejosos. ",

2. De conformidad con el artfcuio 37.4 del Reglamento de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte Interamericana" o "la Corte"l•
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la "Comisión
Interamericana", "la Comisión", o "la CIDH") presenta SUS alegatos escritos sobre las
excepciones preliminares opuestas por Perú len adelante el "Estado peruano", "el Estado"
o .. Perú") y solicita a la Honorable Corte que reafirme su jurisdicción sobre el presente
caso, sin hacer lugar a la apertura del procedimiento oral y que. conforme al esplritu de su
Reglamento, se incline por trater las objeciones planteadas por el Estado junto con el fondo
del asunto y eventualmente las deseche por carecer de fundamento jurrdico y fáctico.

3. Sin perjuicio de lo señalado, y antes de responder puntual y especfficamente
a las excepciones preliminares presentadas por el Estado peruano, la CIDH desea reiterar
ante la Honorable Corte que el objeto de la demanda se refiere al incumplimiento por parte
del Estado de sentencias judiciales dictadas por los tribunales peruanos a favor de las
víctimas del presente caso. En su escrito, el Estado formula argumentos que no se
relacionan directamente con al asunto sometido a consideración da la Corte y que procuran
distraer la atención de la misma sobre el objeto de la demanda, pero no controvierte el
carácter de firmes y ejecutoriadas de las sentencias judiciales en cuestión. Recalcando que
la Comisión Interamericana se reafirma en sus argumentos de fondo de la demanda en lo
relativo al incumplimiento de sentencias judiciales firmes y ejecutoriadas, la Comisión
pasará a referirse a las excepciones preliminares interpuestas por el Estado, reservándose
el derecho de referirse a los argumentos sobre el fondo en la etapa procesal oportuna.

1 ConUlS1:8clón dElI Estado peruano a la deManda presentid. por la Comisión Intel8meric:anl de Derechos HumanOI
8nt6 lB Honorable Corte en el caso 12.0B4. Can Clclelante "Contestación de /a demanda"I, p'gs. 46·47.

: Contestación de fa demanda, pégs. 48-53.
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". PRIMERA EXCEPCIÓN PRELIMINAR PRESENTADA POR EL ESTADO:
NFALTA DE AGOTAMIENTO DE LA vl4 PREVIA N

4. En su escrito de contestación a la demanda, el Estado peruano alega la
"excepción de falta de agotamiento de la vla previa, respecto del extremo de la acción
referida al caso de la Empresa de Servicios Municipales de Limpieza de Lima - ESMLL".'
En este sentido, sostiene Que "el referido litigio no ha concluido su trámite ante el órgano
judicial de la República del Perú, y se encuentra en plena actividad de ejecución de
sentencia, dentro de los procedimientos que contempla la legislación interna, más
precisamente el relativo a 1" acción de amparo, regulado por la Ley N0 23506, ,,4

5. El Estado señala que "la sentencia proferida por el Tribunal Constitucional
[de fecha B de julio de 199B] dispuso la reposición de los demandantes que no hubiesen
cobrado sus beneficios sociales" por lo Que de acuerdo al Estado peruano la discusión en
la etapa de ejecución se referiría 8 la "determinación de la identidad de quienes los
cobraron y quienes no".' En este sentido, afirma el Estado que "el 8 de agosto de 2003, el
64 0 Juzgado especializado en lo Civil de Lima emitió la Resolución N° 222 en la que
ordena la reposición de 61 demendantes'" y dado que se encontraba disconforme con esa
decisión, el "ESMLL (en liquidación) ("'/ interpuso recurso de apelación el 3 de septiembre
de 2003, el cuál aún no ha sido objeto de pronunciamiento por /a Corte Superior de
Justicia de lima, (...) por lo tanto, no se ha agotado tcdavta la jurisdicción interna." 7

6. El Estedo alega asimismo que "en la nómina de personas consignadas en la
demanda no figura ningún ex trabajador de ESMLL" lo que señala es una razón adicional
para excluir dicho caso del presente proceso.

7. La Comisión considera que los argumentos presentados por el Estado en
relación con la falta de agotamiento de los recursos internos son extemporáneos e
infundados. En este sentido, la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos
interpuesta por parte del Ilustre Estado peruano durante la tramitación del caso ante la
Corte Interamericana debe rechazarse por no haberse planteado oportunamente ante la
Comisión y porque desconoce que la C/DH adoptÓ una decisión expresa sobre
admisibilidad en el presente caso en el Informe N° 85/01 adoptado el 10 de octubre de
2001.

8, La excepción interpuesta por el Estado peruano es extemporánea ya que el
Estado no se opuso a la admisibilidad de la petición durante la tramitación ante la CIDH,
sino que por el contrario manifestó su voluntad expresa de acatar la decisión que ésta
adoptase. Como consta en el informe de admisibilidad N° 85/01

J Con1:es1ució,.. de la deManda. p'g. 46•

• Ibldem.

• Ibidem.

·Ibidem.

l Con,es.taei6n da 18 demends, pago 47.
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el 4 dEl junio de 2001 la Comisión fUI informada que mediante Resolución Ministeria1 ND 114­
2001 ·PCM el &tado decidi6 1...1 "somete, la decisión dal p,a.ente casa a la decisión Que
adopte.. de acuerdo al procedimiento vigente. la Comisión Int8t"8msrlcana d. Derechos
Humanos".-

9, En el mismo informe de admisibilidad Quedó consignado Que
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El Estado no ha presentado r"pu.sta a los hecho! alegados por los peticionario_, ni he
cuestíonado la admi:sibilM:fad de la peticMSn bajo estudio. En su respuesta de fe<:ha 21 de
septiembre de 2001. el Eludo señala que ~resuelVe esperar la decisión que tenga a bien
adoptar la honorabla CIDH",'

10. Por estas rezones. y de conformidad con jurisprudencia pacrtica del sistema
interamericeno referida a la renuncia tácita a la excepción de no agotamiento de los
recursos internos, la CIDH dejó consignado en su informe en la parte respectiva Que

El Eslado no ha efectuedc e)(cepci6n alguna relacionada con 81 requisito de agotamiento de
los recurace de la jurlsdiccaon interna. Al respecto. la Corte Interamerlcana ha seli81edo que
" la excepción de no agotamiento de los recursoc internos, para 58r oportuna. debe p(antoar.e
on las primeras etapas del procedimienlo. a faln de 103 cuales podré presumirse la renuncia
tácita a valerse de la misma por pano del Estado ínteresado" . 10

11. En consecuencia, la CIDH consideró cumplido el requisito previsto en el
artrcuto 46( 1Ha) de la Convención Americana," concluyó Que tenIa competencia para
conocer de la petición" y Que ella era admisible de conformidad con los artículos 46 y 47
de la Convención Americana sobre Derechos Humanes."

12. El Estado peruano pretende que la decisión de admisibilidad, adoptada por la
Comisión Interamericana en uso de las atribuciones que le otorga la Convención Americana
sobre Derechos Humanos en sus artfculos 46 y 47, sea revisada por la Corte
Interamericana. Al respecto, la Honorable Corte ha reiterado recientemente su facultad de
ejercer la jurisdicción in toto en el procedimiento Que se siga ante los órganos del sistema
Interamericano de protección de Jos derechos humanos. Ello, a juicio del Tribunal. no
supone "revisar el procedimiento que se llevó a cabo ante la Comisión sobre un caso Que
ha sido sometido a la Corte"; "

, Véase el BneXQ 2 d. 1.1 demanda presentede por la Comisión InterameriC:i1na de DereChos Humenoa ante ta
HonO/lbI. Corte en el caso 12.084 I. n adelante "dem,nde de l.a CIOH"}. Informe de ~clm.i$IbHJd.d de 18 comi,ión
Int.'.m" ~lna de Derec¡'os Humanos No 85101. Caso 12.084. Trab.j,dorM d. la Municipsliaad Metropoll"n. de Lima y de
le Empru3 d. S.rvlciod MuniciPlJJes de~. PenJ. adaptedo el lO de octubre de 2001. ~rr. 8.

• Id.• párr. L'l .

" ta. , p6rr. , S. citando Con. I.D.H .• Cuo Ve",quez Rodrlgu~ El\Cepciones Prelimin.r••, S.n,encie del 28 de
junio de 1997. Serie C. n. 1. pd". 8 ; C'GD F'ir~n Gwbi y 501;s C()n';", ExeapclonoJ Prellminar.s. Sént.nc'- de 25 (jo junio
d. 1987. serie C. n. 2. p6rr. 87; C.Be Ganl1~,..m Pandly, Excepc:io"q Prelimlnltet. Sentencia de 4 d. dici'mbrl de 1981.
Serie C. n. 12. plrr. 3B: Caso l.08'fZII Tem.yo. excepCiones Preliminlres. $entenei. de 3 1 de enero Cle 1996, Serl. C. n. 25.
pirr. 40.

" V'a.s. ~n8Xo 2 de la damanda de l. CIOH, Informe de Idm¡sibllidiJd de la Comisión Imeremeriean¡ de DellChal
tiumano. NG 85101, Cuo 12.084. T'lJb~'(Jdoru de ID Munlclp,¡ldld Merropolitsru d. t.itru Y d. I~ EmpresB de $erv'-clOf
Municip./eJ de limB. P.r,}. ado~Udo ellO de octubre de 2001 . ~~rr. 19.

11 ta., péer. 24.

11 Id.• pirro 26 .

, ~ Corte I.O.H.• Ce.so "Juan Humbcno S4nc/lez'. Sentencia de 7 da junio d. 2003. Serie e No. 99. ~'rr. 84.

05- MAY- 2004 10:16 97% P.04



- ,
05/05/2004 11·11 OAS-ICHR

4 000773

~005/015

-

-

-

-

-

13. La CIDH entiende que las decisiones de la Corte deben ser interpretadas en
conjunto con lo decidido por el Honorable Tribunal en su jurisprudencia constante. es decir.
en forma armónica con el resto de sus decisiones. salvo que ellas sean expresamente
revocedas. En ese sentido. la Honorable Corte ha entendido que en el procedimiento ante
la Comisión los Estados pueden renunciar expresa o tácitamente -como sucedió en este
caso- a alguna defensa. Y cuando las articulan, los procedimientos ante la CIDH deben
estar revestidos da todas las garantías estipuladas en la Convención Americana. En
consecuencia, revisar procedimientos en situaciones como la expuesta implicarls alejarse
de los criterios de razonabilidad sostenidos por la Corte para el ejercicio de su jurisdicción
plena. pudiendo conllevar a un desequilibrio entre las partes y. en algunos casos. podría
comprometerse la realización de la justicia.

14. La jurisprudencia de la Corte establece que. en un caso iniciado en virtud del
artIculo 44 de la Convención Americana, se presume que el Estado he renunciado a toda
excepción de no agotamiento de recursos internos que no haya planteado en los
momentos oportunos en el procedimiento seguido ante la Comisión Interamericana. Al
respecto la Corte ha indicado que:

¡E1)O efecto, de los princip-ios de derecho internacional generalmente reconotidoG. a los cuales
se refiere la regla del agotamiento de los recursos internos. resulta. en primer lugar, que el
Estado demandado puede renunciar en forma exprese o tácita la invocación de esa regla
(Caso CUfi/Jo P~ez, Excepciones Preliminares. Sentencia de 30 de enero de 1996. Serie e NI
24, párr. 40; Case L08YZ8 T6m1JYo, ExcepCione.! Prelimin."s, Sentencia de 31 de ~,"Qro de
1996. Serie e ND 25. pirro 401. En segundo lugar. la excepción de no agotamiento de 10$
recursos lntamcs, para aer oportuna. debe plante8rse en las primeras etapas del
procedimiento, a falta de fo cual se presume la re"unc:ia tácita B valerse de la misma por pane
del Estado interesado ICssCl Cssti/lo P'ez, ExCflPciofles PrelimInares. Ibid, párr. 40: CISO
lOSYZ8 Tsmayo. ExclIpciones Prelimlnare3. Ibid. párr. 40; CaJO ClI8t¡no PtltJVzzi, Excepciones
PrellminaftJs. Sentencia de 4. de septiembre de 1998. Serie e ND 41, párr. 56). En tercer
luglilr, el Estado que alega el no agotamiento debe u"alar 109 recursos internos que deben
agotarse V proporcionar la prueb8 de tu efectividad (Caso (;8$:1110 PfJez, Excepciones
PteJlminarfJS. !bid. párr. 40; Ca$o LOB'IZB TIlm8Yo, Exr:epciones Preliminares. Ibid, parro 40;
e,so Caflfora! 8enBvide$.. Excepcion6$ Preliminares. Sentencia de 3 de septiembre de 1998.
Serie e ND 40, párr. 31; Caso Dursnd y Ugsr1e, Excepciones Prellminares. Ser'ltencia d8 28 de

mayo de 1999. Serie e ND SO, párr. 331.'"

15. La Comisión Interamericana entiende que la Convención Americana es un
tratado multilateral mediante el cual los Estados Partes se obligan a garantizer y a hacer
efectivos los derechos y libertades previstos en ella y a cumplir con las reparaciones que
se dispongan en caso de verificarse violaciones a la misma. La Convención es la piedra
fundamental del sistema de garantra de los derechos humanos en América. el cual consta
de un nivel nacional que consiste en la obligación de cada Estado de garantizar los
derechos y libertades previstos en la Convención Americana y de sancionar las
infracciones que se cometieren. Si un caso concreto no es solucionado en la etapa interna
o nacional, la Convención prevé un nivel internacional en el que los órganos principales son
la Comisión y la Corte Interamericanas.

It Corte I.O,H.• Cuo de le Comvnid9d MevsgnIJ ($Vn'UJJ Awas Tingni. Excepcionn Ptwlirnil1,tU. Sentencia de ,.
d. f.brere de 2000. Serie e N° 68. párr. 63.
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16. Como lo expresa el Preámbulo de la Convención Americana, la protección
internacional es "ccadvuvanta o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los
Estados americanos". En consecuencia, cuando una cuestión ha sido resuelta
definitivamente en el orden interno según las cláusulas de la Convención, no es necesario
llevarla a la Corte para su "aprobaclón" o "confirmación". Es por ello que la regla
establecida convencionalmente en relación con el agotamiento de 10$ recursos internos se
ha interpretado reiteradamente como una oportunidad para que el Estado remedie la
presunta violación antes de que el sistema interamericano decida sobre el mérito de la
denuncia.

17. De esta forma. los artículos 46 y 47 de la Convención Americana disponen
que corresponde a la Comisión. como órgano principal del sistema, determinar la
admisibilidad o inadmisibilidad de una petición. En esta sentido, la Cone ha señalado que
" la excepción de no agotamiento de los recursos internos , para ser oportuna, debe
plantearse en las primeras etapas del procedimiento, a falte de lo cual se presume ra
renuncia tácita a valerse de la misma por pane del Estado interesado" ." Este razonamiento
nos lleva a concluir que la jurisprudencia de la Corte Interamericana, así como las normas
convencionales establecen que la oportunidad de presentar objeciones al agotamiento de
los recursos internos debe ser ante la CIDH,

18. En ejercicio de tales facultades, como se explicó antes, la Comisión aprobó
el Informe N° 85/01 el d(a 10 de octubre de 2001. En dicho informe, la CIDH analizó
detenidamente el cumplimiento de los requisitos convencionales de admisibilidad en el
caso 12.084. Luego de considerar (as posiciones de las partes y (as pruebas aportadas, y
teniendo en cuenta que la petición se refería al incumplimiento de sentencias judiciales", la
CIDH consideró cumplido el requisito previsto en el articulo 46(1 )(a) de la Convención
Americana, de conformidad con los argumentos Que se señalaran.

19. Esta decisión da admisibilidad está conforma con las atribuciones exclusivas
que le otorga la Convención a la Comisión Interamericana en sus artículos 46 y 47."
Ahora bien, la Comisión entiende que como lo ha manifestado la Honorable Corte en
múltiples ocasiones, ésta tiene el poder inherente de determinar el alcance de su propia
competencia tcomp étenc« de /a compétcnceIKomperenz-Kompetenz)" . En ese sentido. la

.. Vh$~ CCITt" LD.H, C.so de /B CO"JU,./j·d~d M~V-#IJ' (Sumo) AWBS rllJgni, Exe_pa'oncs Prelimini1fes. Sent.ncia
del 1" de febrero de 2000. Serlo e N" 66. pjrr. 53: COIte 1.0.H. Caso CBsrillo Páez. ExeepclonM Prc/imm.res . Sentencia di
30 do enere de , 998. Serie e N" 24. p6rr. 40: Corte I.O.H. Caso LO''/ll Tamaya, Exc$Clonu P'tJ1imJn8'~S. S.l1tenc:iil de 31
d. enero de 1g,96. Serie e N" 25, pirro40; certe I.O.H. CIISO C.,tUIo P.uulZi. E1Ccepr;iO'Je6 PréGm/rt.fU. Sentencie efe 4 de
septJembr. de 199B. Serie e N" 41. pérr, 56 .

H V6IJse aMellO 2 de l. d.manda de la CIDH, Informe d. Idmisibilidad de la Comíst6n Inter. mericon. de Derechoé
Humanos N° 86/01 1 Caso 12.084. r,ab8j.dOles de Jo Municipilidad MsuopolitBn. de Lima y th ~ Emptf!S8 de Serv;r;f'os
M~Ju d. Uml1.. Petú. aaaptado el10 de octubre d. 200'. p6rr, 17.

u En U"O, de au¡ votos r,uan.dos. . • 1 PresideMe de la Corte A.A. Caneado Trindede uei\,¡ 16 que -liJa 8lCcepción
preliminar d. na agotemiento de los "curso. internoc: es de pura ~dmiBibHidild (v no di ecmpetenctet, y. como tal. M ti
8ctuel llI i'tem:t de la Convención At1"ericanl lIobr. O.recnos Humano3. debe ser reeu.lta de modo bien fundamentado y
de'initív.lmente por 11 ComIsIón Int8remericBne de DerechO! Humanos", Caso CaJltiJlo ~.z, excepclonos Prehminer83.
SenttH1Cie de 30 de en8ro de 1996. VOto ralonado dal Juez A.A, C.n~ado Trindade, pérr. 2.

" Corte f.O.H., Caso H,ls;'e.. C()tJ~'.nr;nll V S.n/llmi" V orrOS'. se"'tenl;ia de 21 de junIo d. 2002. Sene e N· 94,
p~rr. 17~ Corte 1.0.104., Caso Constsnt;ne V 01'to.s. Excepclon8$ Pref;m;nsres. Sent8"cia de l' de septiembre de 2001. Serie e
N' 82. pi" , 69; Corte I.O.H., Caso Blmjsmln r ott'D3. E:Jtcepcione8 Preliminsrer¡. Sentencia de l' dQ slptiembre de 2001.
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CIDH no desconoce que la Corte, desde los primeros casos contenciosos. estableció que•
en el ejercicio de su jurisdicción, era competente para decidir todas las materias relativas a
la interpretación o la aplicación de la Convención Americana de conformidad con el artrculo
62.3 del tratado," incluidas las decisiones de la Comisión Interamericana sobre la
admisibilidad de las peticiones. Sin embargo. la Comisión también entiende que en la
actual evolución del sistema Interamericano existen importantes justificaciones para que la
Honorable Corte no vuelva a examinar la cuestión y evite la repetición de un procedimiento
que ya fue realizado con todas las garant(as procesales ante la CIDH y en estricto apego el
principio del contradictorio.

20. la CIDH reitera lo señalado en diversas ocasiones en el sentido de que la
cuestión preliminar de admisibilidad es una e indivisible y por lo tanto, las decisiones que
adopte de conformidad con sus facultades convencionales se consideran definitivas e
inapelables. En virtud de lo anterior, el rechazo por la Comisión de una excepción de no
agotamiento de recursos internos deberla, de igual forma. considerarse definitive y no
susceptible de un nuevo planteamiento por el Estado demandado en el procedimiento
subsiguiente ante la Corte. máxime cuando en el procedimiento ante la CIDH el Ilustre
Estado ha contado con todas las garant(as para su adecuada defensa.

21. Lo anterior encuentra base en el principio procesal de la precluslén, según el
cual las etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva. mediante la clausura
definitiva de cada una de ellas. impidiéndose el regreso a etapas V momentos procesales
ya extinguidos y consumados. La preclusión es la extinción, clausura o caducidad del
derecho para realizar un acto procesal por el transcurso de la oportunidad para verificarlo.
En el presente caso opera la preclusi6n respecto e la excepci6n de falta de agotamiento de
los recursos internos interpuesta por el Estado peruano ante la Honorable Corte, pues éste
ya tuvo la oportunidad de oponerla en el tramite substanciado ante la Comisión V sin
embargo decidió no hacerlo." Por el contrario, el Estado peruano manifestó claramente su
voluntad de atenerse a lo que la CIDH decidiera en definitiva en el caso en cuestión." La
Comisión luego de un cauteloso análisis de la petición, y teniendo en cuente que ella se
referra al incumplimiento de sentencias judiciales decidió declararla adrnisihle de
conformidad con el ertfcuto 46(1 )(a) de la Convenci6n Americana.

22. Al argumento anterior sobre la aplicabilidad del principio de praclusién, se
agrega el 16gico requisito de unidad e indivisibilidad de jurisdicción en el contexto del plan

Serl. e N" 81. pArro 69: Corte I.D.M., cesa HH¡¡;re. Excepcione, Ptv','",lnart!s. $enMncla de 1- de cepdembre de 2001. Serio
e N° 80, pérr. 78.

a/l Vl!is", Corte I.D.H .• Caso ConsrBnr;ne y OtfO$ liS. Trinidad y Toblgo. Exr:epciones PhJJimin.,u. Sentencia de 1
de septiembre de 2001. Serie e N° 82. pá,rs. 69·12; Corte. !.D.R. CMO 8snjamltr y Otros v.1. Trinidad y Toblgo,
E~co"cion~ PreUrninafu. Sef'ltenc;ia de 1 de sQptiembre de 2001. Serie e N° 01. p6rrs. 69·74; Cort. I.O.H., Ca,o Hile/f•
..,,,. r,'n/(/ad y Toballa, ExcllPcionu PrtJOminares. Sentencia: da 10 de septiembre de 2001. serl, e NG eo, pl.rrs. 7S-S1: Corta
I.D.H., Caso lvahar Bl'OlUr.'n. Competencia. Sentencia de 24 de septiembre de 1998. Serie e N' 64, p'rr. 36; V Corte
1.D.H., C.sc TribuI'IsI Ccn6f;!ucllJnsl. CampetlllCla. Sentencie ele 24 d. septiembre de 1999. Serie e N° 56, Dérr. 35.

" V~8se Col1e I.O.H" ceso d, fa Comunidad MiJya!J"~ (Sumo) AWN Tlngni. eXCspdOfltlS Preliminsres. Sentencia
de l' d. febrero de 2000. Serie e N' 66. ¡:¡6rrs. 50 y 57; Corte I.O.H. Cs.so Dur.nd y Ugsrle, Excepciones Pt.,imlntue$.
Sentencia de 2B de mayo de 1999. Serie N' 50, párr. 38; Cone I.O.H. csso GfJfrJdo y 8Bigorris. RtJPa,.clones lArt. 83.1 de
la Convenci6n Americana lobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie e N' 39. parr. 46.

n VéB$e per.... S~9, svpr•.
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general de la Convenci6n, en virtud del cual un caso puede someterse a la Corte sólo
después de ser examinado por la Comisi6n, como lo dispone el artículo 61 (2) de dicho
tratado, en relación con los artIculas 48 a 50. Ello justifica que la Corte no vuelva a
revisar las cuestiones de admisibilidad.

23. Asimismo, es procedente aplicar principios procesales que rigen el sistema
de protección internacional de los derechos humanos. tales como el principio de igualdad
procesal y de recursos, y el principio de economra procesal.

24. El principio de igualdad procesal establece, de manera general, qua las partes
en un proceso deben gozar de oportunidades razonablemente iguales para hacer valer sus
argumentos ante el órgano que administra justicia, en condiciones que no pongan a una de
alias en una situación de desventaja substancial con relación a la otra. La revisión de
cuestiones de admisibilidad por parte de la Corte, tales como el requisito del agotamiento
de los recursos internas. parecerra atentar contra fa igualdad procesal y crear una
disparidad entre las partes. Na debe pasar desapercibido lo apuntado supra. es decir, que
mientras las decisiones de ¡nadmisibilidad de la Comisión son irrevisables, en la práctica
actual la Corte puede revisar las decisiones de admisibilidad. Ello evidentemente representa
una desigualdad procesal en perjuicio de las vtctlrnas.

25. Por otro lado. existe una raz6n de economfa procesal y también de celeridad,
(ntimamente ligada al principio de preclusién antes referida, para evitar una labor repetitiva
por parte de la Corte. El extender tal repetición a cuestionas de admisibilidad, al margan de
retrotraer el proceso a una etapa anterior ya tramitada, no produce ningún efecto tangible
o real sobre la protección de los derechos humanos ni sobre el derecho de las víctimas de
obtener un pronunciamiento de los órganos del sistema interamericano dentro de un
tiempo oportuno, máxime en razón de lo innecesaria que resulta su repetición."

26. Las razones expuestas encuentran plena justificación en la presente etapa de
evolución del sistema interamericano de derechas humanos. Estas razones se han visto
fortalecidas con la entrada en vigencia de los nuevas Reglamentos de la Corte y de la
Comisión. Vigentes desde el 1 0 de junio y 1 0 de mayo del 2001, respectivamente. Estas
normas introducen una serie de elementos; entre ellas resulta fundamental pare el presente
caso el hecho de que introducen un mayor "sentido de... ¡urisdiccia/ización... [al) sistema
interernericano de protección de los derechos humanos [que) es dinámico, y no
estático.:"" En ese entendido, las facultades de los dos órganos del sistema deben quedar
claramente delimitadas, a fin de asegurar los principios rectores de todo proceso, como
son el principio de preclusi6n, la igualdad procesal y la economra procesal, en suma, la
¡urisdiccia/ización del proceso.

27. En el presente caso, la Comisión ha estudiado cuidadosa y detenidamente
los hechos para decidir la admisibilidad en estricto apego al principio del contradictorio. Por

u Corte I.O.H., ceso G.ngBram Pandey. EXQ.epc:;one$ Preliminares. sentencia de 4 de diciembre do 1991. Serio e
NG 12, Voto razonado del Juez AA. C8n~"do Trindade, pérr. 9.

u Informo y PropueS1as del Presidente y Aelelor de 1& COrte IDl-l. Juez. A.A. Can<:ado Trindade ante la Comisión de
Asun'toa JurrdicCs y Poltticos del COnsejo Permanente de 18 Organizaci6n de los Etndo$ AmerIcanos. OEA/SER.G CPlCAJP~

1781/01.6 de abril de 2001. párr. 63.
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ello, la intención del Ilustre Estado peruano de reabrir ciertas cuestiones ya erecnndas no
se justifica, por lo que las excepciones preliminares sobre cuestiones no planteadas con
anterioridad a este momento, deben ser rechazadas.

28. Además de la renuncia tácita del Estado peruano a interponer la excepción
de no agotamiento de los recursos internos, dicha excepci6n es improcedente en
aplicaci6n del principio del estoppet:" Como queda consignado en el Informe N° 66/02
adoptado por la CIDH el 11 de octubre de 2002, el Estado reconoci6 su responsabilidad
internacional por los hechos del presente caso

En .u escrito de 19 de julio de 2002, el Estado reconoce y aaurne Su responsabilidad
internacional por la transgresión de los derechos numanos de los trabajadores del SlTRAMUN.
previstos en los articulo. 25 121 (e) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y
ante la gravedad de la crisis económica por la que atraviesa el país como la impo!ibllidad de
atender les indemnizaciones V las medidas reparadoras de los peticionarios, solicita a la
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos adopte lo conveniente."

29. En la nota mencionada, el Estado peruano señal6 textualmente que

2.7.- El Estado peruano ratific.a el reconocimiento tácito de responsabilidad internacional
manifiesto en el Comunicado de Prensa Conjunto del 22 de febrero de 2001, asumiendo su
responsabilidad internaclcnat por la transgresi6n de 109 derechos humanal de los trabajadores
del 5ITAAMUN. previstos en los anlculos 25121(c) de la Convención Americana sobre
Oerechos Hcrnenoe."

30, El reconocimiento de responsabilidad formulado por el Estado peruano ante
la CIDH, le impide ahora alegar ante la Honorable Corte la falta de agotamiento de los
recursos internos. La jurisprudencia de le Corte en el ceso Mayagna (Sumo) Awas Tingni
así lo Indica

1...1 la Corte observa que, en su escrito de 6 de meyo de 1998, en contestación al Informe
No. 27/98 emitido por le Comisión lnteramericana. Nicaragua expresó di qué manera se
encontraba "dalndol cumplimiento 8 lBS recomendaciones (de la Comisión)" y nuevamente
dejó de olegar la falta de aQotamiento de los recursos internos. por lo cual está impedida para
plantearla ahora 16sroppe".~a

31. Sin perjuicio de que la Comisi6n Interamericana solicita a la Honorable Corte
que declare que el Estado ha renunciado tácitamente a interponer la excepci6n preliminar
de no agotamiento de Jos recursos internos, la Comisi6n considera importante referirse a

2'lI Vlfo1.fe cene I.C.H., C.$O N¡II,8 Alegrls y otTOS. Excepciones Pret;m;nBlu. S.ntencis do " de dicIembre de
1991. Serie e No. 13. pirrs. 29-30.

l' VI•• anoxo .. de ,. demanda de le e/OH. Informa N° 66102. C,,10 12.084, Sindicato de TrabaJadore.
MunicipaJas de Lima SItRAMUN, Perú. a~()ptado el 11 de octubre da 2002. pirro 23.

:, V'-a.se enexc 3 da la demande da la CIOH, NCl'te de 19 d. julio de 2002 de la MisIón Permanente del Pot'Ú ante la
OEA. rociblda el 22 de julio de 2002, en la cual se remite el Informe No. 54-2002-JUS/CNOH·SE d. 19 de julio de 2002.

:lt Corte 1.0.H., Caso de la ComunJd~d Maysgns ISumo) Awe, Tíngni. ExcepcionN PI./itní"lfft. Sentencia de " de
febrero de 2000. S.rie e N° 66. p6rr. 57. V;:...te también el ceso del Caracazo, donde si bien los .rgumentos contradie;toriQs
del EstadO se ,efer(an al fondo del asunto. la Corte aplicó tambiflin el principio del tlsroppel. Corte I.O.H.• 080 dol ClffJC8Z0.
Reparat:/oI'¡u (art. 63.1 Convención AmericEma Gobr. Derechos HurnllnQsl. Sentencia de 2,9 de ag05to de 2002. Serie C No.
96. p'rrll. 52-53.
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algunes de las consideraciones formuladas por el Estado peruano en su escrito de
contestación a la demanda.

32. El Estado señala en dicho escrito que exista un recurso de apelación
pendiente ante la jurisdicción interna en el procedimiento de ejecución da sentencia
raferido a los ex trabajadores da la E5MLL." En consecuencia, el Estado reconoce Que
transcurridos casi B años desde los hechos y más de 5 años desde Que la máxima
autoridad judicial del pars reconociera loa derechos de los ex trabajadores de la ESMLL y
ordenara a la Municipalidad de Lima reponer a los trabajadores Que no hubieran cobrado
sus beneficios sociales, el Estado peruano no ha repuesto a dichos trabajadores, es decir,
no ha dado cumplimiento a la sentencia en cuestión.

33. Esta incumplimiento es particularmente grave dado Que la sentencia del
Tribunal Constitucional, de 8 de julio de 1998. fue dictade en el marco de un
procedimiento de amparo. Por lo Que la excepción preliminar interpuesta por el Estado no
viene sino a reafirmar el objeto central de la demanda de la Comisión en lo referido al
incumplimiento de sentencias judiciales, ya Que han transcurrido más de 5 años sin Que el
Estado haya cumplido con la sentencia dictada en el procedimiento de amparo.

34. La existencia de una apelación pendiente en la etapa de ejecución de
sentencias transcurridos más de 5 años desde la sentencia del Tribunal Constitucional,
demuestra Que el Estado no ha cumplido la sentencia de amparo en un plazo razonable. El
Estado procura revivir en la etapa de cumplimiento de sentencias, la discusión sobre el
asunto central ya decidido, al alegar Que los ex trabajadores no pueden ser repuestos a la
ESMLL,'o a pesar de existir una sentencia del Tribunal Constitucional Que dispone lo
contrario. Esto demuestra el problema existente en el Perú, sobre incumplimiento de las
sentencias judiciales, como fuera señalado por la Comisión Interamericana en su informe
del año 2000 y por la Defensorra del Pueblo de Perú. 31

35. El Estado alega también que "en la nómina de personas consignadas en la
demanda no figura ningún ex trabajador de ESMLL· lo que señala es una razón adicional
para excluir dicho caso del presente proceso. Sin perjuicio de los argumentos formulados
supra sobre la extemporaneidad de la alegación de falta de agotamiento de los recursos
internos y sobre la aplicación del esroppe/, la Comisión hace notar a la Honorable Corte
que la situación de los ex trabajadores de ESMLL fue descrita por la Comisión en los
párrafos 96 a 100 de la demanda, al referirse a las sentencias incumplidas por el Estado
peruano, consignando los nombres de dichos ex trabajadores en la nota de pie N° 48.
Asimismo, se alegó la violación de sus derechos a la protecci6n judicial contenida en el
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el párrafo '45 de la
demanda. Además, dichas personas están lncluidos en la lista de titulares Que tienen
derechos e ser reparados consignada en el párrafo 163 de la demanda de la Comisión.
Igualmente, sus nombres se consignan en el anexo 35.1. en el anexo 43 Bl constan los

~ . Ccmte.s~ati6n de la dlmancltl . p6g. "'7 (f. CUfSO de apelación ckl 3 de septiembre d, 2003 ante la CCI"8 Su~. ,lor

de Jusllcla de Limel.

" V~.u:. el e5Ct'¡to de Interpo,ici6n de ,..cur.s o de .pelaeiól'1 de la Empt... de Servicios Municipales de Limpieza de
lima en liquid8Ción. de 3 de septiembre de 2003 , I nexo 70 d. 115 contestaci6n d. 18 demanda .

J ' V••.se D6"s. 139 ., 40 do la demanda de l. CIOH.
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poderes otorgados por los ex trabajadores de ESMLL a Ana MarIa Zegarra Lacs, Orlando
Estrada Zapata y Pompeyo Ucinio Prudencia Rojas", y en el anexo 43 El constan los
poderes otorgados por los ex trabajadores de ESMLL a los señores Cristina Rojas
Poccorepachi, Eliseo Chocce Leguia, Alberto Borea Odrla, Joseph Torres Campos y Dilo
Huaman Quintanil/a". Por todas estas razones queda demostrado que los ex trabajadores
del ESMLL a que se refiere la sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de julio de 1998,
se encuentran comprendidos en la presente demanda.

36. En vista de las consideraciones expuestas, la Comisión Interamericana
solicita a la Honorable Corte que rechace la excepción preliminar relativa a la falta de
agotamiento de los recursos internos interpuesta por el Estado peruano, dado que con ella
se pretende que este tribunal vuelva a ravisar una cuestión ya resuelta definitivamente por
la CIDH en su Informe N° 85/01, Asimismo, por las razones expuestas supre, el Estado
peruano se encuentra impedido de alegar dicha excepción en apliceción del principio del
estoppel, dado que realizó un reconocimiento de responsabilidad internacional ante la
Comisión Interamaricana.

",. SEGUNDA EXCEPCIÓN INTERPUESTA POR EL ESTADO: "FALTA DE
LEGITIMIDAD PARA OBRAR DE LOS QUEJOSOS"

37. En su escrito de contestación a la demanda, el Estado peruano formula una
"excepción de falta de legitimidad para obrar de los firmantes de la denuncia, quienes no
son trabajadores de la Municipalidad Matropolitana de Lima ni ejercen en la actualidad
representación alguna del Sindicato de Trabajadores Municipales de Lima (SITRAMUN­
LIMA!. como pretenden aparentar ante (la) Honorable Corte. "u

38, El Estado peruano señala que el 22 de octubre de 1982, se inscribió en el
Registro de Organizaciones Sindicales del Instituto Nacional de Administración Pública
(INAP) mediante Resolución Directorial N° 001-82-INAP/DNP, el Sindicato de Trabajadores
Municipalas de Lima (SITRAMUN). Posteriormente, producto da la emisión de la Ley N°
26507 qua declaró en disolución el INAP, advierte al Estado que "dejaron da surtir efectos
legales las inscripciones gremiales afactuadas ante el INAP, incluida la del Sindicato de
Trabajadores Municipales de Lima"." El Estado señala Que a pasar de ello, "el Municipio
reconoció siempre y aceptó la personerfa gremial fruto de la inscripción primigenia.· JO

39. El Estado agraga que posteriormente la Municipalidad Metropolitana de Lima
dictó la Ordenanza N° 100-96, "por la que se creó el Registro de Organizaciones
Sindicales de los Trabajadores de la Municipalidad Metropolitana de Lima.· De tal modo.
"el 23 de diciembre de 1998 fua publicada en el diario oficial 'El Peruano' la Resolución
Directorial N° 0362 (... 1, por la que se registró la inscripción dal Sindicato de Trabajadores

,~ Véase demanda de la CIDH. 'atre bl de loa podere5. pégs. 59·00.

11 V~88. deminde ele la CIDH, letra e) de los. poderes, p.igc. 60-61.

)4 ContestBción de la demanda, p6g. 4e.
la lbidem.

" Conteatac:i6n de la dornanda. pág. 49.
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Municipales de Lima -SITRAMUN·lIMA· y se inscribi6 a sus representantes." Se tratarla.
conforme al Estado del "único y verdadero S/TRAMUN.""

40. El Estado explica Que el grupo de personas que actuó como denunciante
original -los firmantes de la denuncia o quejosos como los denomina el Estado- inscribieron
una ••Asociación Sindicato de Trabajadores Municipales da Lima' en el Registro da
Persones Jurídicas de los Registros Públicos de Uma y el Calleo {... l, asociación de
naturaleza civil que legalmente no podla suplantar al SITRAMUN. el cual tenra vigente su
registro como organización de naturaleza sindical laboral ante la Municipalidad
Metropolitana de lima. único habilitado para la representación gremial.· " Se tratarfa,
conforme al Estado del "falso SITRAMUN.".. El Estado agrega que "los integrantes de la
asociación quejosa Iel denunciante original] actualmente no son trabajadores de la
Municipalidad Metropolitana de lime. lo Que les impide obtener su afiliaci6n al verdadero
Sindiceto de Trabajadores Municipales y con mayor razón ejercer su representación."

4 1. El Estado peruano funda su excepción en "la inexistencia de identidad y
vinculación entre los titulares de los derechos en discusión y los quejosos, presupuesto
indispensable para la exlstencla de una relación procesal válida." Asimismo, alega que "el
articulo 23 o numeral 1 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
que autoriza, por el lado de las presuntas vfctimas, únicamente la intervenci6n de éstas,
sus familiares o sus representantes debidamente acreditados, condición que no se puede
atribuir a la •Asociación Sindicato de Trabajadores Municipales de Lima' por no ser un
organismo sindical y por no haber recibido poder ni mandato alguno de las presuntas
vfctimas." El Estado concluye solicitando excluir "al falso SITRAMUN de toda legitimidad
para obrar en los presentes actuados." ..

42. Al Interponer la excepción preliminar, el Estado peruano se refiere a varias
situaciones jurfdicamente distintas, que la Comisi6n analizará a continuación con la
finalidad de demostrar qua la excepción debe ser rechezada por carecer da fundamento
jurldico y fáctico. En primer lugar. al referirse a la falta de legitimidad para obrar de los
"firmantes de la denuncia", el Estado pareciera estar cuestionando la legitimidad de
quienes interpusieron la petici6n ante la CIDH para proceder de tal modo.

43. Tal como quedara consignado en el informe de admisibilidad N° 85/01. el 13
de enero de 1999 la Comisión Interamericana de Darechos Humanos recibi6 una petición
del Sindicato de Trabajadores Municipales de Lima fSITRAMUN-lIMAI, la Federación de
Trabajadores Municipales del Perú (FETRAMUNPl. y el Comité de Despedidos de la
Empresa de Servicios Municipales de limpieza de lima (ESMLLI." En este sentido, la

ti COnfutaciOn de la demal'lda. p5g. 50.

M lbirkm.

.. ComeB1aCiÓn de ti! demanda. pag o53.

t, Ibidem .

., Vtfas8 el enexc 2 da l. demanda de le CIDH. Informo d. admisíbilided de la Comisi6n Int. ram. rlcl n8 de O'reef\o~

Humanos N' 8S101 . Caso 12 .084, T,~b'¡'d(J'.$ de /. Mun;clp,Hdad MerropolitiJnll de Lime r de J, Emp,e•• de Serv;c;06
MII"k~e~ de ll~. Ptuú. ,dOl)1ado e.I 10 thI ottubre de 2001, pMr. 1.

OS-MAY-2004 10:19 97% P.12



.O~/0512004 11 13 OAS-ICHR

12 000781

~01,3/015

-

-

-

-

Comisión desea enfatizar que, como dejara consignado en su informe de admisibilidad
respectivo, los peticionarios se encontraban "facultados por el artIculo 44 de la
Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH"." La norma respectiva
señala que

Cualquier persona o grupo de person.as. o entidad no gubernamental legalmente reconocida e"
uno o m.ás Estados: miembros de la O'g8ni2ación. puede presentar a la Comisión peticiones
que contengan denuncias a quejas de violación de esta Convenci6n por un ESlado parte.

44. Como ha señalado la Honorable Corte, la legitimidad para presentar
peticiones o denuncias ante la Comisión Interamericana de acuerdo a dicha norma de la
Convención Americana es de gran amplitud

(. ..) es claro que el a"rculo 44 de la Convención permite que cualquier grupo de personas
formlJle denuncias o quejas por violación de los derechos consagrados por la Convencl6n.
Esta amplia facultad de denuncia es un rasgo caraeterr'ticD del sistema de protecciOn
internacional de los derechos humanas."

45. En el presente caso, el Estado peruano parece cuestionar el locus standí que
tendrían "los integrantes de la asociación quejosa" que interpuso la denuncia ante la
Comisión alegando que dicha asociación no constituirla el "verdadero SITRAMUN" de
acuerdo a la normativa interna. Sin perjuicio de las divergencias que se alega existen en el
ámbito interno. el Estado no na cuestionado que las personas jurfdicas que interpusieron la
petición ante la CIDH se encuentren legalmente reconocidas en el Perú. Dado que las
personas jurldicas en cuestión constituyen en todo caso grupos de personas, tandrfan de
todos modos locus stendi para presentar peticiones ante la CIDH:'

46. En consecuencia, la Comisión considera que el argumento que pareciera
formular el Estado es en todo caso extemporáneo e infundado. En este sentido. la
excepción de falta de legitimided de los firmantes de la denuncia para interponer una
petición ante la CIDH, interpuesta por parte del Ilustre Estado peruano durante la
tramitación del caso ante le Corte Interamericana debe rechazarse por no haberse
planteado oportunamente ante la Comisión y porque desconoce que la CIDH adoptó una
decisión expresa sobre admisibilidad en el presente caso en el Informe N° 85/01 adoptado
el 10 de octubre de 2001. La Comisión reitera aquí los argumentos formulados en los
pérrs. 19·27 supra, que justifican que la Honorable Corte no vuelva a reexaminar la
cuestión.

47. Asimismo. el Estado se encuentra impedido de cuestionar el tocus stendt de
quienes actuaron como peticionarios en el ceso durante su tramite ante la Comisión
Interamericana, en aplicación del principio del eSloppel dado que el propio Estado procuró
llegar a una solución amistosa con dichas personas en el transcurso de una serie de
negociaciones llevadas a cabo entre septiembre da 1999 y junio de 2000 cuando las

~, Id.. párr. 13.

"corte 1.D.H.• Caso Casfiflo Perrv:l:l; y otro«. ExcepciOflfJS Preliminares. Sentencia de 4 de .eptlembre de 19ge.
Serie e No. 41. pérr. 77 .

.. Vesse Id.
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partes informaron periódicamente a la CIDH sobre el desarrollo de las negociaciones."
Adicionalmente. el reconocimiento de responsabilidad internacional formulado por Perú le
impide ahora cuestionar la legitimidad para obrar de los peticionarios en aplicación del
principio del esroppel por las mismas razones desarrolladas en los párrs, 28-30 supra en
relación con la primera excepción interpuesta.

48. En segundo lugar. en lo referido a los cuestionamientos Que el Estado
peruano formula respecto de la Asociación Sindicato de Trabajadores Municipales de Lima.
la Comisión hace notar a la Honorable Corte que las vrctimas del presente caso han
otorgado todas poderes para ser representadas por personas individuales y no por
personas jurídicas!' El Estado no ha cuestionado ninguno de los poderes otorgados que
han sido remitidos por la CIDH a la Honorable Corte. que la Comisión enfatiza son
plenamente válidos, ni ha mencionado qué personas estarían siendo representadas por la
Asociacten mencionada.

49 . La Comisión desea destacar que la demanda en el presente caso fue
interpuesta respecto de determinadas personas individuales y no de la o las personas
jurídicas que los agrupe o pueda haber agrupado. En efecto. las vrctlmas mencionadas en
la demanda son personas individuales que cuentan con sentencias dictadas a su favor en
las cuales se les reconocen determinados derechos. siendo que tales sentencias no han
sido cumplidas por el Estado peruano, como se detalla en los párrs. 33 a 121 de la
demanda. Es en su calidad de víctimas qua dichas personas han otorgado poderes de
representación y tales poderes no han sido cuestionados por el Estado peruano.

50. Por otro lado. cabe destacar que la Honorable Corte señaló en sus
comunicaciones de 27 de agosto de 2003 y 13 de octubre de 2003 que la Comisión
tendría la representación procesal de las víctimas que no hablan otorgado poder. debiendo
velar por sus intereses. La Comisión entiende Que el Estado peruano no ha cuestionado
tampoco esta representación.

51. Por todo lo anterior, la Comisión considera que los argumentos presentados
por el Estado en relación con fa falta de legitimidad pare obrar de los firmantes de la
denuncia. son axtemperánecs e infundados. En este sentido, la excepción de falta de
legitimidad para obrar de los firmantes de la denuncia interpuesta por parte del Ilustre
Estado peruano durante la tramitación del caso ante la Corte lnteramericana deba
rechazerse por no haberse planteado oportunamente ante la Cornislén, Asimismo, por las
razones indicadas, la Comisión considera que el Estado peruano no ha desvirtuado la
representación otorgada por las víctimas a sus representantes mediante los poderes que
constan en autos. ni la representación procesal de la Comisión respecto de las personas
que no han otorgado poder da acuerdo a lo señalado por la Corte en sus comunicacionas
de 27 de agosto de 2003 y 13 de octubre de 2003, y en consecuencia que dicha
excepción debe sar igualmente desestimada.

.. Vt!iB..se' ."exO 2 de I1 demandZl de le CfDH. 'nfofmo de admi$ibi ~dad de la Comltlón Inuremericonl de üereebee
Humlllnol N° a15101 . Caso 12.084. rrabaj8dOle$ de ~ Municipillidad Me"opolit,ne de Lima )" d. J~ EmprUf de SerVÍt;lO$
Mutfklp'~$ de LimB. Pen>, <!dopt~do dI 10 d. derubr8 de 2001. p'rr. 8: ane.o 4 de 16 dsmQnda de 1.. CIDH. In'orme N°
66102. CISO 12.0B4. SindlC810 de TrabljadarM Municip81es de Lima SITRAMUN. Perú, edop1lda el 11 del eetvbre de 2002,
p'rl'. 6: V demanda de la CIOH, parro 12.

Ir V~lIse anexo 43 d. la demanda de la CIOH, poderes.

05-MAY-2004 10:19 97% P.14
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52. En virtud de los argumentos expuestos por la Comisión Interamericana en el
presente escrito. se solicita a la Honorable Corte que desestime le primera V segunda
excepción preliminares planteadas por el Estado peruano. en (alÓn de que ambas carecen
de fundamento jurídico V fáctico.

OS-MAY-2004 10:19 97Y. P.1S
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